
117-A-22 

'TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las catorce horas del día 

treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés. 

Mediante resolución de f. 474, se concedió a la investigada el plazo de diez días 

hábiles para que presentara las alegaciones que estimara pertinentes respecto de la prueba 

que obra en el expediente; en ese contexto, se recibió escrito remitido por la licenciada 

, representante de la señora Alba Luz Salvador de Guzmán, junto con 

la documentación con la cual comprueba su personerfa (ff 480 al 487). 

Considerandos: 

l. Relación de los hechos 

Objelo del caso 

En el presente caso, se atribuye a la señora Alba Luz Salvador de Guzmán, Secretaria 

de Primera Instancia II del Juzgado de lo Laboral de San Miguel, la posible transgresión a la 

prohibición ética regulada en el art. 6 letra e) de la Ley de Ética Gubernamental (LEO); por 

·cuanto, en el período comprendido desde el uno de enero de dos mil veintiuno al cinco de 

diciembre de dos mil veintidós, habría realizado actividades privadas durante su jornada 

laboral, entre ellas, ejercer actividades propias de su profesión como notaria y trámites 

registrales en el Centro Nacional de Registros -CNR , durante el horario de trabajo 

institucional. 

Desarrollo del procedimienlo 

1. Por resolución de ff. 2 y 3, se ordenó la investigación preliminar del cnso y se 

requirieron informes sobre los hechos objeto de aviso. 

2. Por resolución de ff. 37 y 38, se decretó In apertura del procedimiento 

administrativo sancionador contra la señora Salvador de Guzmán; y se le concedió el plazo 

de cinco días hábiles para que ejerciera su derecho de defensa. 

3. Mediante escrito de ff. 41 al 44, el licenciado , 

representante de la servidora pública investigada, presentó escrito con el cual refirió 

·argumentos de defensa. 

4. Por resolución de ff. 50 al 52, se abrió a pruebas el procedimiento por el término 

de veinte días hábiles, y se delegó a un instructor de este Tribunal para la investigación de 

los hechos. 

5. En el informe de ff. 60 al 63, el instructor delegado estableció los hallazgos de la 

investigación efectuada e incorporó prueba documental (ff. 64 al 470). 

6. En resolución de f. 474, se concedió a la investigada el plazo de diez días hábiles 

para que presentara las alegaciones que estimara pertinentes respecto de la prueba que obra 

en el expediente; ante lo cual, se recibió escrito remitido por la licenciada  

, representante de la señora Salvador de Guzmán, en el cual expresó valoraciones en 

defensa de su mandante (ff. 480 al 482). 

El presente registro en su versión original contiene datos personales, información reservada y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo 
establecido al artículo 30 de la Ley de Acceso a la información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



11. Fundamento jurídico. 

Transgresión atribuida 

La conducta atribuida a la señora Salvador de Guzmán se calificó como una posible 

transgresión n la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG. la cual pretende 

evitar que los servidores públicos realicen actividades ajenas al quehacer institucional 

durante su jornada ordinaria de trabajo, salvo que exista una justi licación legal para ello. La 

referida norma tiene por objeto que el servidor público respete su jornada ordinaria, es decir, 

el tiempo efectivo establecido para que se dedique a las tareas usuales que corresponden a su 

puesto o cargo. 

La regulación común de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el 

artículo 84 de !ns Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho 

ordinario en todas las oficinas públicas será de lunes a viernes, en una sola jornada de las 

ocho a las dieciséis horas. Al poseer esta disposición un carácter general resulta útil para 

definir la jornada ordinaria o período de audiencia en que los funcionarios y empicados están 

obligados a asistir a su despacho u oficina, ante la falta de un horario particular contemplado 

por las leyes y reglamentos que rigen ámbitos específicos. 

Lo anterior tiene su fundamento en la naturaleza del trabajo prestado por el servidor 

público. el cual está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los 

ciudadanos. delimitado por el ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias de los 

entes públicos; por lo cual, el interés que satisface en este caso el trabajo del servidor público 

es el interés general de la comunidad, que recibe los servicios públicos. 

En ese sentido. en las entidades del Estado debe cumplirse una jornada ordinaria de 

trabajo, que permita a los usuarios obtener los servicios y realizar las gestiones de su interés 

dentro de un plazo razonable, y no establecido a conveniencia del interés particular del 

servidor público. 

No cabe duda que la Administración Pública está destinada a operar en condiciones 

óptimas, con el propósito de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos 

(materiales y personales) que se han dispuesto para ello y, ante la ausencia de estos, el 

cumplimiento de los fines institucionales no se realiza en el tiempo o circunstancias 

planificadas. 

Esto no implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan ausentarse de 

sus labores. pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en 

los límites que la ley establece. para que dicha ausencia no sea arbitraria. 

Ciertamente. para que un servidor público pueda realizar una actividad particular 

durante su jornada ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad 

(o institución) en la que ejerce su cargo, pues de lo contrario podría generarse un perjuicio o 

detrimento del desempeño de la función pública y, en consecuencia, del servicio que se presta 

a la ciudadanía. 

2 

V 



Por ende, cuando los servidores gubernamentales incumplen sus horarios de trabajo 

sin justificación alguna colateralmente se afecta el ejercicio de la función estatal, lo que 

incluso podría derivar en la prestación de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los 

trámites administrativos o judiciales. 

Y es que la actuación de los servidores públicos debe regirse por los principios éticos 

de supremacía del interés público, probidad, responsabilidad y lealtad, establecidos en el 

artículo 4 letras a), b), g) e i) de la LEO, lo cual supone que atiendan las funciones que les 

corresponden de forma personal, estrictamente en el tiempo, forma y lugar establecido por 

las nomias administrativas respecto a asistencia, horarios y vocación de servicio, pues es en 

razón de ello que reciben una remuneración proveniente de fondos públicos. 

En tal sentido, se pretende evitar las deficiencias por parte de los servidores públicos 

en el desempeño de la importante función que realizan. De ahí, la necesidad de prohibir este 

tipo de conductas. 

En ese mismo sentido se pronunció este Tribunal en la resolución de las once horas 

con treinta minutos del día veintitrés de mayo de dos mil veintidós, en el procedimiento 

referencia 207-A-l 9. 

111. Prueba recabada en el procedimiento 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, 

necesaria y útil, es la siguiente: 

1. Informes y documentación anexa remitidos por servidores públicos de la Dirección 

del Registro de la Propiedad Intelectual, Directora de los Registros de Comercio y de 

Garantías Mobiliarias y Director del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas del CNR, en 

los cuales se detallan registros referentes a Ja participación de la señora Salvador de Guzmán 

en trámites registrales (ff. 7 al 27, 255, 256). 

2. Informe suscrito por la Jefa de la Unidad Técnica Central - UTC de la Dirección 

de Talento Humano Institucional de la CSJ, con Ja documentación adjunta que contiene la 

información laboral de la señora Salvador de Guzmán, funciones asignadas, registros de 

licencias y normativa aplicable para regular Ja modalidad de trabajo durante la pandemia de 

COVID-19 ( ff. 28 al 36). 

3. Certificación del "fragmento" del Libro de Control de Personal del Juzgado de Jo 

Laboral de San Miguel (ff. 69 al 130). 

4. Informe del Director del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas del CNR, con 

en el cual adjunta el detalle de los trámites realizados por Ja señora Salvador de Guzmán en 

Jos Registros Departamentales ( ff. 131 al 14 7). 

5. Informe suscrito por Ja Jefa de la UTC de la Dirección de Talento Humano 

Institucional de la CSJ, que contiene el detalle de licencias solicitadas por la señora Salvador 

de Guzmán durante el período investigado (f. 148). 
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6. Acta suscrita por el instructor delegado, en la que señala la verificación in situ del 

Libro de Registro de Personal del Juzgado de lo Laboral de San Miguel (ff. 149 y 150). 

7. Informe suscrito por la .lueza de lo Laboral de San Miguel, junto al cual remite las 

certificaciones de los permisos registrados en esa sede judicial, refrendas de nombramiento 

de la seílora Salvador de Guzmán y normativa aplicable para regular la modalidad de trabajo 

durante la ¡mndemia de COVID-19 (ff. 151 al 184). 

8. Informe remitido por el Director General de Tránsito del Viccministerio de 

Transporte - VMT- , rcforenle a los trámites en que ha intervenido la señora Salvador de 

Guzmán en esa entidad (ff. 185 y 186). 

9. Copia simple de la sentencia emitida por la Cámara Sexta de Primera Instancia de 

la Corte de Cuentas de la República --CCR- en el juicio de cuentas con referencia JC-VI­

OI0-2020 (ff. 189 al 231). 

1 O. Nota de la Alcaldía Municipal de San Miguel en la cual detallan los inmuebles 

registrados a nombre de la seílora Salvador de Guzmán (ff. 248 al 250). 

11. Informe suscrito por el Conseja! Presidente del Consejo Nacional de la Judicatura, 

con el cual se indican los procesos formativos en que ha participado la señora Salvador de 

Guzmún durante el período investigado (ff. 251 al 254). 

12. Detalle de salarios. bonificaciones y prestaciones económicas percibidas por la 

señora Salvador de Guzmán. así como los descuentos por ausencias durante el período objeto 

de investigación. suscrito por el .leíe interino del Departamento de Tesorería de la CSJ (ff. 

259 al 264). 

13. Oficio suscrito por el Juez Primero de lo Civil y Mercantil de San Miguel, en el 

cual menciona que la licenciada Salvador de Guzmán se apersonó a esa sede judicial en su 

calidad de Notario para el trámite de autorización de su libro de protocolo (C 266). 

14. Certificación de la sentencia emitida por el Juzgado Primero de lo Civil y 

Mercantil de San Miguel en el proceso con referencia 05636-22-CVPA- l CM 1-582-01 en el 

que se dio por tenninada la relación laboral de la señora Salvador de Guzmán con la CSJ y 

acta suscrita por el instructor delegado en el cual infon11a que dicha resolución se encontraba 

siendo impugnada ante la Cámara de lo Civil de la Primera Sección de Oriente (ff. 267 al 

336). 

15. Certificación del Libro de Control de Personal del Juzgado de lo Laboral de San . 

Miguel (ff. 337 al 443). J\ 
16. Nota suscrita por el Director de Auditoría tres de la CCR, en la cunl informa que ~ 

la señora Salvador de Guzmán no ha sido objeto de ninguna acción de control durante el 

período investigado (f. 447). 

17. Oficio remitido por el Secretario Administrativo de la Comisión de Servicio Civil 

de San Salvador de la Corte Suprema de Justicia. con el cual indica que esa entidad no está 

autorizada para resolver conílictos laborales entre trabajadores de la CSJ del departamento 



·de San Miguel, de manera que no existen procesos en contra de la señora Salvador de 

Guzmán (f. 449). 

18. Oficios remitidos por el Secretario General del Tribunal de Servicio Civil y los 

Miembros Propietarios de la Comisión del Servicio Civil de San Miguel de la Corte Suprema 

de Justicia, en los cuales mencionan que no existen procesos iniciados contra la señora 

Salvador de Guzmán durante el período objeto de investigación ( ff. 463, 464, 4 71 ). 

19. Impresión de correo electrónico remitido por el instructor delegado para realizar 

las diligencias de investigación, con el cual remite el informe proporcionado por el Director 

General de Tránsito del Viceministerio de Transporte, en el que se detalla que las 

presentaciones en SERTRACEN donde intervino la señora Salvador de Guzmán no fueron 

ingresadas por dicha profesional (ff. 472 y 473). 

Por otra parte, la prueba documental de ff. 187, 188, 234 al 247, 257 y 265 no será 

objeto de valoración por no estar vinculada con el objeto del procedimiento y por carecer de 

·utilidad para acreditar los hechos que se dilucidan. 

IV. Valoración de In prucb:t y decisión del caso. 

De confonnidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de la LEG, las pruebas 

vertidas en el procedimiento se valorarán según el sistema de la sana crítica, el cual se asienta 

en el principio de razonabilidad y obliga a que las máximas de experiencia consten en la 

motivación de la resolución definitiva; a fin de evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de 

lo afamado por las partes. 

El artículo 87 del Reglamento de la LEG establece que en el procedimiento 

administrativo sancionador rige el principio de libertad probatoria, siendo admisibles todos 

Jos medios de prueba, que cumplen los requisitos de licitud, pertinencia, idoneidad, necesidad 

y utilidad; habiéndose realizado el juicio de admisibilidad y procedencia correspondiente. 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1 º, 2º y 3º de la Ley de Procedimientos 

Administrativos (LPA), establece reglas generales en cuanto a los medios probatorios, así: 

"'[!]os hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán probarse por cualquier 

medio de prueba admisible en derecho y será aplicable, en lo que procediere, el Código 

Procesal Civil y Mercantil.----Se practicarán en el procedimiento todas las pruebas 

pertinentes y útiles para determinar la verdad de los hechos, aunque no hayan sido propuestas 

por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ----Las pruebas serán valoradas 

en forma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin embargo, para el caso de 

la prueba documental, se estará al valor tasado de la misma en el derecho procesal común". 

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha 

establecido con certeza: 
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J. La calidad de servidora pública de la investigada, su horario y modalidad de 

trabqjo. 

En el período investigado. comprendido desde el uno de enero de dos mil veintiuno 

al cinco de diciembre de dos mil veintidós, la seílora Salvador de Guzmán laboró como 

Secretaria de Primera Instancia 11 en el Juzgado de lo Laboral de San Miguel, como consta 

en las cerli ficaciones de sus refrendas de nombramiento (ff. 169 al 172). 

Las principales funciones asignadas a la señora Salvador de Guzmán se encuentran 

reguladns en el artículo 78 de la Ley Orgánica Judicial y en la ce11ilicación del Manual de 

Descripción de Puestos de Trabajo. entre ellas: acompañar al juez o jueces en la realización 

de actos o diligencias judiciales; autorizar con su firma las resoluciones del tribunal o 

juzgado, gunrdando secreto en lns malerins que lo exijan; recibir los escritos que se presenten 

en el tribunal o juzgndo. nnotnndo al margen de nquellos y en presencia del interesado, la 

fecha y hora de recepción, autorizm1do esta razón con su firma y sello, distribuyéndolos de 

manera inmediata conforme a la asignación de procesos previamente establecida, ele. (ff. 183 

y 184). 

El horario de trab¡tio asignado la señora Snlvador de Guzmán es de lunes a viernes, 

de las ocho a las dieciséis, con una pausa para tomar alimentos de las trece a las catorce horas, 

confonne a las cláusulas 30 y 38 del Contrato Colectivo de Trabajo del Órgano Judicial. En 

cuanto al mecanismo de control de cumplimiento de la jornada laboral y la persona 

responsable de llevar ese control, la UTC aseguró que esa atribución es exclusiva del tribunal. 

conforme al artículo 8 literal b) en relación al 9, ambos de la Ley de la Carrera .Judicial (f. 

28). 

En cuanto a la normativa aplicable para regular la modalidad de trabajo durante la 

pandemia de COVID-19, se mencionó que el retorno a las labores inició con el Acuerdo de 

Corte Plena No. 8-P, de focha once de junio de dos mil veinte. el cual contemplaba la 

modalidad de lrabajo a distancia para el personal con alguna condición vulnerable respecto 

al contagio por S/\RS-COV2, así como un esquema de trabajo semipresencial con rotación 

por grupos de trabajo, para el personal sin ninguna condición de vulnerabilidad. 

La modalidad rotativa se mantuvo vigente hasta el treinta de noviembre de dos mil 

veintiuno, elCctuúndose diversas modificaciones en función de las normativas de rango <& 
secundario que amparaban al personal con condición vulnerable; siendo así, que Ja CSJ 

emitió diversos acuerdos. 

De conformidad a los registros de la Unidad Técnica Central, la señora Salvador de 

Guzmán se encontraba en un esquema de presencialidad completa, dado el cargo que 

desempeñaba. como consta en memorándum emitido por el entonces Juez de lo Laboral de 

San Miguel (ff. 28 y 33), lo cual fue confirmado también en el informe de ff. 151 al 153. 
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El mecanismo de control de asistencia y puntualidad de dicha servidora judicial fue 

mediante Libro de Control de Asistencia, cuyos registros se encuentran agregados al 

expediente de (ff. 69 al 130 y 337 al 443). 

De acuerdo a los registros de la UTC y del Juzgado de lo Laboral de San Miguel, a la 

señora Salvador de Guzmán Je fueron extendidos siete diferentes permisos durante el período 

objeto de investigación, por motivos de duelo, enfermedad, diligencias judiciales, entre otros 

(ff. 148, 154 al 168). 

2. Las actividades privadas ejercidas por la seliora Salvador de Guzmán 

relacionadas con la/unción pública notarial y la comparecencia a registros públicos. 

Tanto el licenciado   como la licenciada  , 

representantes de la señora Salvador de Guzmán, señalaron - en síntesis- que las 

presentaciones o retiros de documentos en el Centro Nacional de Registros no constituyen 

actividad notarial, por lo cual consideran que las conductas atribuidas a su mandante no se 

adecuaban al objeto del presente procedimiento; razón por la cual alegaron la improcedencia 

del presente procedimiento, de conformidad al art. 81 letra b) del RLEG (ff. 41 al 44 y 480 

al 482). 

Ante lo cual se reitera que, tal como fue resuelto en el pronunciamiento de fs. 37 y 

38, el objeto del procedimiento se circunscribe a determinar la realización de actividades 

privadas durante la jornada laboral de la señora Salvador de Guzmán, citando -como ejemplo 

de ellas- el ejercicio de su función como Notaria y la realización de trámites registrales en el 

CNR, durante el horario de trabajo institucional. En consecuencia, se procederá a realizar el 

análisis de fondo referente a Ja realización de actividades no institucionales durante el horario 

de trabajo de la investigada. 

Por otra parle, la licenciada  también señaló en su escrito que ha 

quedado "desvanecido" que su representada realizó actividades privadas, debido a que no se 

ha comprobado Ja remuneración que la señora Salvador de Guzmán recibió por los servicios 

privados prestados (f. 421 ); sin embargo, se aclara que la conducta reprochable en el presente 

caso no es la remuneración por los trámites particulares que ejercía la investigada, sino la 

realización de actividades privadas, incumpliendo su hora de trabajo, sin haber tramitado los 

permisos correspondientes. 

Pues, como fue referido supra, la norma atribuida a la investigada art. 6 letra e) de 

la LEG- tiene por objeto que el servidor público respete su jornada ordinaria, es decir, el 

tiempo efectivo establecido para que se dedique a las tareas usuales que corresponden a su 

puesto o cargo; lo cual no implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan 

ausentarse de sus labores, pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido 

procedimiento y en los límites que la ley establece. para que dicha ausencia no sea arbitraria. 

Ciertamente, para que un servidor público pueda realizar una actividad particular 

durante su jornada ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad 
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(o institución) en la que ejerce su cargo, pues de Jo contrario podría generarse un perjuicio o 

detrimento del desempeño de la función pública y, en consecuencia, del servicio que se presta 

a la ciudadanía. 

Ahora bien. el Director del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas del CNR señaló 

que se presentaron en esa institución cuarenta instrumentos otorgados ante Jos oficios de la 

Notaria Salvador de Guzmán. de los cuales, 11110 fue otorgíldo tlura11te lwms luíbiles, en los ­

términos siguientes: documento de compraventa otorgado a las trece horas del día viernes 

dieciocho de lebrero de dos mil veintidós (f. 133). 

Cabe aclarar, que no existe ningún registro referente a que dicha servidora pública 

haya solicitado algún permiso para realizar dichas funciones relacionadas con su profesión 

como Notaria, durante su horario laboral. 

Al respecto. se señala que la Ley de Notariado en su artículo 1 es claro en indicar que 

"El 110/ariado es unaf1111ció11 pública. En consecuencia, el 110/ario es 1111 delegado del estado 

que da je de los actos, contratos y dec:htraciones que a111e sus oficios se o/orguen y de otras 

ac:/uacio11es e11 que perso11almente intervenga. lodo de c:onfim11idad c:o11 la ley. 

la fe pública concedida al Notario es plena respecto a los hechos que, en las 

act11acio11es notariales, personalmente ejecuta o comprueba. En los ac/os. contratos l' 

declaraciones que autorice. esta fe será también plena tocante al hecho de haber sido 

otorgados e11 la !Orma. lugar. día v hora que e11 el instrumento se expresa. 

la.fuerza prohatoria de todo instrumento notarial se regula de cm~fiJl'midad con las 

leyes respectivas. (El subrayado es nuestro). 

De lo anterior, puede concluirse que la función notarial es personalísima e 

indelegable. propia del Notario que la autoriza, convi11iéndose este en un funcionario del 

Estado al que se le delega la potestad de otorgar fe pública. 

Por lo que, al momento de presentarse los otorgantes y el notario -·focullado por la 

ley para dar fe pública de los actos que se realizarán ante su presencia debe verificarse, entre 

otros aspectos. que los comparecientes estén presentes a la hora de firmar el documento que 

él autoriza y que el mismo efectivamente se esté otorgando en la hora indicada instrumento. 

siendo esta una de las obligaciones primordiales actuando en el ejercicio de su función 

notarial. 

Dicha circunstancia cobra importancia porque el Notario está dando.fe de actos que 

le constan, tanto e11 per.rnna, lugar, tiempo y e_(ecto.'ij11rídicos. 

Por otra parte. el Director del Registro de la Propiedad Raíz e 1-Iipotecas informó que 

durante el período investigado, la señora Salvador de Guzmán comparecití e11 Clllllro 

ocasiones· " los Registms de 111 Propiedml Raíz e llipoteclls de los departamentos de: San 

Miguel, Morazán y La Unión, n presentar treinta y ocho documentos en esa entidad 

durante horarios y fechas hábiles, en los días siguientes: veintiocho de marzo, veintiuno de 

junio. trece de julio y tres de agosto. todas esas fechas de dos mil veintidós (ff. 138 al 141 ). 
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De igual forma, de acuerdo a los registros administrativos de la UTC y del Juzgado 

de lo Laboral de San Miguel, la aludida servidora pública no hizo ninguna solicitud de 

licencia para realizar dichos trámites, durante su jornada de trabajo (f: 148). 

Por otra parle, el Director del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas infonnó que 

durante el período investigado, la señora Salvador de Guzmán compareció e11 trece 

oca.~io11es a Jos Registros tle Ja PropiedatJ Raíz e Hipotecas de los departamentos de: San 

Miguel, Usulután y Morazán, n retirar treinta y ocho documentos en esa entidad durante 

horarios y fechas hábiles, según el detalle siguiente: diecinueve de enero y veintiséis de 

marzo, ambas fechas de dos mil veintiuno; seis de enero, trece de enero, veintidós de marzo, 

cuatro de abril, ocho de abril, veinticuatro de junio, veintiséis de julio, tres de agosto, nueve 

de agosto, doce de septiembre y veintiocho de octubre, todas estas fechas de dos mil veintidós 

(ff.142al 145). 

Únicamente para esta última fecha, veintiocho de octubre de dos mil veintidós, la 

señora Salvador de Guzmán contaba con licencia por duelo, acorde a la constancia emitida 

por la Jefa de la UTC (f. 148). Para todos los demás días, la servidora pública investigada no 

tramitó ningún tipo de permiso que la autorizara para ausentarse de su jornada de trabajo en 

el Juzgado de lo Laboral de San Miguel. 

Adicionalmente, el Director del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas informó 

que durante el período investigado, la señora Salvador de Guzmán compareció a las 

instalaciones de esa institución ubicada en el departamento de San Miguel a solicitar 

certificaciones literales y extractadas respecto de tres diferentes trámites. siendo estos los 

dfas trece y veintiuno de enero de dos mil veintidós (f. 146); sin que hubiese solicitado las 

licencias correspondientes para ausentarse de su trabajo. 

Finalmente, consta en el olicio suscrito por el Juez Primero de lo Civil y Mercantil de 

San Miguel, que la licenciada Salvador de Guzmán se apersonó a esa sede judicial a las doce 

.horas con cuarenta y ocho minutos del día veinticuatro de agosto de dos mil veintiuno en su 

calidad de Notario, para solicitar la compra de hojas para conformar su libro de protocolo (f. 

266); sin que se cuente con alguna habilitación para abandonar sus labores en dicha fecha (f. 

148). 

Es decir, que durante todo el período objeto de investigación, la investigada elaboró 

instrumentos notariales y realizó múltiples trámites en Jos Registros de la Propiedad Raíz e 

Hipotecas de diversos departamentos del país en fechas y horas laborales coincidentes en las 

que debía ejercer sus funciones como servidora pública del Juzgado de lo Laboral de San 

Miguel; sin que haya solicitud de ningún permiso para realizar dichas funciones relacionadas 

con su profesión como Notaria. 

Además, la investigada, tuvo la oportunidad real y el dominio completo de solicitar 

las licencias correspondientes para ausentarse de sus labores con causa justificada y no lo 

hizo; ya que dentro de la institución en la que labora ejerce el cargo de Secretaria de Primera 
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Instancia 11, lo que le impone la obligación de conocer la legislación interna -de acuerdo al 

perfil de requerimientos básicos establecidos para su puesto de trabajo (IT. 183 y 184) -. Por 

el contrario. se ausentó de sus labores. sin contar con autorización para ello. 

Ahora bien. In potestad snncionadora ejercida por este Tribunal se somete. entre otros 

principios, al de responsabilidad, regulado en el arlículo 139 N.º 5 de la LPA, según el cual 

".wí/o podrán ser .mnciomulos por hechos conslillllivos de infracción las personas naturales 

y j11ríclicas que resulten re.\ponsahles a tí/u/o de dolo, culpa, o cualquier otro tílltlo que 

de!ermine la ley". 

Por tanto. es exigible. conforme a la referida disposición, que las sanciones que 

imponga este Tribunal - y cualquier otra autoridnd administrativn estén sustcntadns, además, 

en la comprobación de un nexo subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo "(. . .) se puede 111ar1ijestar como dolo, culpa, e incluso, para un grupo de 

i1!fi·accio11es admi11islrativas de110111i11adas "formales", a nivel de inobservancia. Todas estas 

formas de imputación subjetiva, conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la 

que se sanciona allfomáticamente por la realización de un hecho. 

En el orclenamie11toj11rídico salvadorello, la hase de la exigencia de responsabilidad 

subjetiva se e11cue11/ra en la misma Co11stil11ció11, en el ar1íc11/o 12, al manifestar que "Toda 

persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe s11 

culpabilidad cm?fimne a la ley(. . .)". Además, lajuri.\prudencia constitucional y contencioso 

ad111i11islraJiva son congr11e111es al expresar que no puede haber sanción sin culpabilidad. 

Por ejemplo. la Sala de lo Conlencioso Administrativo en la sentencia de referencia 

3 76-2007 de fecha 13 de febrero de 2017 expresú que "los principios límiles a la potestad 

.\·ancimuulora exigen que la i1!fi·acció11 (. . .) se realice ya sea con intención o por culpa". 

Asimismo. la Sala de lo Co11stit11ci01wl en la resolución de referencia I 10-2015 de fecha 30 

de marzo de 2016 1amhié11 i11dicá que: "en materia admini.\'frativa sancionadora e.,. aplicah/e 

el principio 11111/a /)()ena sine culpa, lo que exc/11ye cualquier forma de re.,ponsahilidad 

ohjetira. pues el dolo o culpa constituyen un elemento básico de las i1?fraccio11es 

administrativas·· (. .. ) [Sentencia pronunciada por el Juzgado Segundo de lo Contencioso 

Administrativo de Santa Tecla, el día 29-Vlll-2018, en el proceso referencia 00014-18-ST­

COPC-2CO]. 

Ahora hien, la rcf erida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de 

referencia 508-2016 de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acoló que en 

materia administrativa sancionatoria, "(. . .) las Íl?fi·acciones pueden ser atribuibles a 

cualquier título de imputación. sin que para ello se fije una regla general o una excepción 

{circunstancia que, si se c01~fig11ra en el derecho penal, por designio absoluto del 

legislad01}. Por ello, corre.\¡Hmderá al aplicador de la norma, advertir si la i1ifi·acció11 que 

'ie a11alicc puede ser atribuida a líllllo de dolo o culpa (. .. ) ". 

10 



En ese orden de ideas, en el presente caso la señora Salvador de Guzmán, como 

servidora pública, confonne al artículo 6 letra e) de la LEO, tenía prohibido realizar 

actividades privadas durante su jornada ordinaria de trabajo; sin embargo, se ha comprobado 

mediante este procedimiento que hizo caso omiso de esa prohibición, lucrándose 

indebidamente del erario público, mm conociendo que dicha conducta estaba expresamente 

vedada. 

De lo anterior, se concluye que a pesar de existir claramente definida en la LEO dicha 

prohibición, y la obligación de conocerla, la señora Salvador de Guzmán actuó con dolo al 

transgredirla, al comparecer a instituciones públicas a realizar trámites relacionados con su 

función de Notaria, durante el período investigado. 

Esa conducta también se contrapone a uno de los principios establecidos en el Código 

Internacional de Conducta para los Titulares de Cargos Públicos - instrumento guía para los 

"Estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas en la lucha contra la 

corrupción~, y es el que prescribe que 1111 cargo público conlleva la obligación de actuar en 

pro del interés público, por ende, el titular del mismo, será ante Jodo leal a los inlereses 

públicos de su país, velará por desempei1ar sus obligaciones yf1111cio11es de manera eficiente 

y eficaz, conforme a las leyes o las normas administrativas, y con integridad. 

Al respecto, es menester reiterar que, en razón de los principios de la ética pública de 

legalidad, transparencia y rendición de cuentas, regulados en el artículo 4 letras (), h) y m) 

de la LEO, los servidores públicos deben dejar constancia documental de todas las licencias 

que solicitan para ausentarse de sus labores, de manera que se justifique, sin dejar espacio a 

la arbitrariedad, que dichas licencias han sido solicitadas y autorizadas en legal forma por la 

autoridad competente, conforme Jo dispone el artículos 13, 17 y 18 de la Ley de Asuetos, 

Vacaciones y Licencias de los Empleados Públicos. 

En consecuencia, al hacer una valoración integral de los elementos de prueba 

·recabados en el procedimiento, se ha establecido que durante el periodo indagado, la señora 

Salvador de Guzmán incumplió reiteradamente su horario de trabajo para realizar actividades 

ajenas a las institucionales, y se ausentó del mismo sin contar con autorización legal, como 

licencias que Je habilitaran para ello. 

Por otra parte, en defensa de su representada, la licenciada  indicó que - a su 

consideración- , las "actividades privadas" que menciona el arl. 6 letra e) de la LEO, implican 

que "ha existido una remuneración o pago por los servicios que se hayan prestado en esas 

horas laboradas para un ente privado" [sic]; por lo que, según su criterio, no se han 

comprobado los presupuestos para que se constituya una "actividad privada". 

Sin embargo, tal como ha sido resuelto por esta autoridad en otras ocasiones, el 

artículo 6 letra e) de la LEO proscribe a los servidores públicos realizar actividades privadas 

durante la jornada ordinaria de trabajo, sin contar con una justificación legal para ello, siendo 

entonces lo reprochable de esa conducta que el personal al servicio de las entidades estatales 
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no cumpla las funciones encomendadas en el tiempo establecido para ese cf celo, y destine 

este último para cualquier otra actividad ajena a esas instituciones, es decir, privada, sin estar 

autorizado para eso, independientemente de que obtenga un beneficio de cualquier naturaleza 

por dcsan-ollar esta última clase de actividades (Pronunciamiento del 19/1 /2023 en el 

expediente del procedimiento administrativo sancionador 103-A-2 I ). 

Ciertamente. al no encontrarse la scílorn Salvador de Guzmán desarrollando lns 

funciones propias de su cargo público en el Juzgado de lo Laboral de San Miguel, durante la 

jornada lnboral prevista -en lns fechas y horarios detallados-, se encontraba realizando 

cualquier otra actividnd ajena a esa institución, es decir, privnda que, como se ha indicado, 

no estaba autorizada a realizar en ese tiempo. 

Por tanto, se ha acreditado en el presente caso la existencia del nexo subjetivo entre 

la señora Salvador de Guzmán y la conducta comprobada mediante este procedimiento - la 

cual es típica y antijurídica confonne al artículo 6 letra e) de la LEO ; habiéndose establecido 

con certeza que la investigada actuó con un comportamiento doloso; pues tenía pleno 

conocimiento que debía atender sus labores en el Juzgado de lo Laboral de San Miguel; sin 

embargo. aprovechándose de ello. realizó actividades profosionales no institucionales. por lo 

que. se sustento la imposición de una sanción por la infracción cometida, como ha sido 

resucito por este Tribunal en casos similares (v.gr. resolución del quince ele mayo de dos mil 

veintitrés pronunciada en el expediente 48-A-22). 

Co11clusió11. 

En suma. se ha comprobado con total certeza que en el período comprendido desde 

el uno de enero de dos mil veintiuno al cinco de diciembre de dos mil veintidós, la señora 

Salvador de Guzmán. elaboró instrumentos notariales y realizó múltiples trámites en los 

Registros de la Propiedad Raíz e 1 lipolccas de diversos departamentos del país; todo lo 

anterior, en lechas y horas laborales coincidentes en las que debía ejercer sus funciones el 

Juzgado de lo Laboral de San Miguel; sin que haya solicitado ningún permiso para ausentarse 

o realizar dichas funciones. desatendiendo con ello sus obligaciones. 

En consecuencia. al haberse comprobado con total certeza los hechos y la transgresión 

atribuida a la persona investigada. deberá determinarse Ja responsabilidad correspondiente. 

V. Sunción aplicublc. 

El artículo 42 de la LEO prescribe: "Una vez comprobado el inc11111p/i111ie11/o de los ~ 
deheres é1icos o la l'iolaciá11 de las prohibiciones éticas previstas e11 esta Ley, el Tribunal 

sin pe1/11icio de la re.\pon.wbilidad civil. penal u otra a q11e diere lugar, impondrá la multa· 

re.\pecliva. c11ya c11a111ía 110 será il~ferior a 1111 salario mínimo mensual hasta 1111 máximo de 

cuarcllla salarios 111í11i1110.\ men.rnalcs urbanos para el sector comercio. 

El Tribunal deberá imponer ww sanción por cada inji-accián compro/Jada". 

El artículo 97 del Reglamento de In LEO prescribe estos aspectos y agrega que para 

la lijacíón del monto de la mulla se lomará en cuenta los criterios establecidos en el articulo 
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44 de la LEO y el monto del salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el 

momento en que se cometió la infracción. 

En este caso, como ya se indicó las conductas constitutivas de infracción ocurrieron 

desde el uno de enero de dos mil veintiuno al cinco de diciembre de dos mil veintidós, es 

decir, de manera continuada; ausentándose de su jornada laboral en un total de veintiún 

ocasiones para la realización de diversos trámites ajenos a sus funciones de Secretaria de 

Primera Instancia. 

Las infracciones continuadas son una pluralidad de ilícitos homogéneos entre sí, 

infringiendo el mismo o semejantes preceptos administrativos, que por una ficción legal se 

tratan como una sola infracción legal, a pesar que cada ilícito en forma separada, podría ser 

una infracción independiente (sentencia emitida por la Sala de lo Contencioso Administrativo 

.de la Corte Suprema de Justicia, en fecha 2l-Vll-2017, en el proceso referencia 510-2014). 

Al haber acaecido los últimos hechos constitutivos de transgresiones éticas en el año 

dos mil veintidós, se estima oportuno fijar la multa a imponer a la investigada con base en el 

salario mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente para ese año, cuyo monto 

equivalla a trescientos sesenta y cinco dólares de los Estados Unidos de América [US 

$365.00], según el Decreto Ejecutivo N.º IO de fecha siete de julio de dos mil veintiuno, y 

publicado en el Diario Oficial N.º 129, Tomo 432, de esa misma fecha. 

Así, de conformidad con el mencionado artículo 44 de la LEO, para fijar el monto de 

la multa el Tribunal considerará uno o más de los siguientes aspectos: i) la gravedad y 

circunstancias del hecho cometido; ii) el beneficio o ganancias obtenidas por el i1?fi'actor, 

su cónyuge. conviviente, parientes o socio, como consecuencia del aclo 11 omisión 

constillflivo.\· de il?fracción; iii) el d011o ocasionado a la Administración Pública o a terceros 

pe1j11dicados; y, il~ la capacidad de pago. y la renta potencia/ del sancionado al momento 

. de la i1?fracción. Estos son, pues, los criterios de dosimetría que deben valorarse para que la 

sanción impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la multa que se le 

impondrá a la señora Salvador de Guzmán son los siguientes: 

i) Respecto a la gravedad y circ1111stancia.\· del hecho cometido: 

En el caso de mérito, la gravedad de la conducta antiética cometida por la señora 

Salvador de Gu7Jnán deviene de una circunstancia de la cual se valió para evadir las 

responsabilidades legales que pudiesen deducirse de esa transgresión, es decir, de la acción 

de ocultar su realización sin solicitar el permiso correspondiente, como si hubiese laborado 

normalmente. 

Lo anterior, revela que la investigada inobservó el principio ético de transparencia, 

relacionado en párrafos precedentes. Ciertamente, la transparencia exige una conducta clara 

que permita visualizar lo que hay detrás de un acto o promesa que tenga la vocación de 

_producir efectos jurídicos (Viana Cleves, María José. El principio de C01~fianza Legítima en 
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el derecho Administrativo colombiano, Universidad Externado de Colombia Bogotá, Primera 

Edición año 2007, Págs. 40 y 45, citada en el artículo Principio de la Buena re y 

Responsabilidad de la Administración Pública de Roosvelt Jair Ospina Sepúlveda). 

La trnnsparcncin es además un elemento inherente a la buena re. Esta última se trata 

de un principio general del Derecho que, para la Sala de lo Constitucional de la Corte 

Suprema de .Justicia, en lo medular se relaciona con el deber de conducirse honradamente 

( .. . ) en la formación y ejecución de una relación jurídica y sus consecuencias (Sentencia 

pronunciada el 1 O/IV /2010 en el proceso de Habeas Corpus rcíerencia 267-2002). 

En ese orden de ideas, también se colige que la señora Salvador de Guzmún, al realizar 

las conductas descritas, no actuó de buena íc; pues, para sustraerse del cumplimiento de sus 

responsabilidades laborales. y evadir la determinación de posibles responsabilidades legales, 

no solicitó los permisos correspondientes y simuló como si hubiere trabajado en los días 

relacionados. comportamiento que denota engaño, fraude. malicia y la intención de mantener 

ocultas dichas circunstancias, en oposición a la transparencia que exige el actuar de buena fe. 

Como ejemplo de ello, se puede mencionar el oficio suscrito por la Jucza de lo 

Laboral de San Miguel, en el cual solicita a la Pagadora Auxiliar del Centro Judicial que 

aplique descuento nominal al salario mensual de la investigada, debido a que 

"maliciosamente firmó el Libro de Control de Asistencias haciendo parecer que laboró" en 

los díns del tres ni siete de octubre de dos mil veintidós ( [ 261 ). 

Además, debe tomarse en cuenta el nivel jerárquico que desempeñaba la señora 

Salvador de Guzmán. en virtud de su cargo de Secretaria de Primera Instancia: pues de 

conformidad al art. 82 de la Ley Orgánica Judicial: "El Secretario es el jefe inmediato del 

personal .mhaltemo y lie11e a .rn cargo la admi11istraciún de la ojicina. cuidará. en 

co11sec11e11cia, de que los demás empleados cumplan sus obligaciones". 

La magnitud de la infracción deriva entonces también de la naturaleza del cargo 

desempeñado por la referida servidora pública y, por ende, de su nivel de responsabilidad 

con la clicieneia y eficacia de los servicios que se prestan en el Juzgado de lo Laboral de San 

Miguel, a cuyos intereses debía servir. 

ii) El duiio ocasionado a la Administración pública: 

La conducta de la investigada ocasionó un daño al erario de la Administración Pública 

- en concreto para .lu1.gndo de lo Laboral de San Miguel , ya que se erogaron fondos para 

sufragar remuneraciones que no fueron devengadas en su totalidad. pues se ha comprobado 

que durante el período investigado. la señora Salvador de Guzmán incumplió con su jornada. 

laboral sin que existiera justificación o documentación de respaldo que le habilitara para ello 

por parte de dicha institución. 

En ese sentido. el daño ocasionado a la Administración pública con la conducta que 

hoy se sanciona se determina a partir del dispendio de fondos y de recursos de la referida 
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institución para cubrir el pago de remuneraciones por tiempo en el cual la investigada no 

prestó servicios a la entidad. 

iii) La renta potencial de la investigada al momento de cometer la transgresión. 

En el período comprendido desde el uno de enero de dos mil veintiuno al cinco de 

diciembre de dos mil veintidós, cuando acaecieron los hechos constitutivos de transgresión 

ética del artículo 6 letra e) de la LEO, la investigada Salvador de Guzmán percibió un salario 

mensual de mil quinientos seis dólares con cuarenta y dos centavos de dólar de los Estados 

Unidos de América [US $1506.42] y mil setecientos seis dólares con cuarenta y dos centavos 

de dólar de los Estados Unidos de América [US $ 1, 706.42], respectivamente, de acuerdo al 

detalle de salarios, bonificaciones y prestaciones económicas percibidas por la señora 

Salvador de Guzmán durante el período objeto de investigación, suscrita por el Jefe interino 

·del Departamento de Tesorería de la CSJ (ff. 259 al 264). 

En consecuencia, en atención a la gravedad de los hechos cometidos y a la renta 

potencial de Ja señora Salvador de Guzmán, es pertinente imponerle a esta última una multa 

de dos salarios mínimos mensuales urbanos para el sector comercio, equivalentes a 

setecientos treinta dólares de los Estados Unidos de América (US $730.00), por la 

transgresión a la prohibición ética regulada en el articulo 6 letra e) de la LEO, cuantía que 

resulta proporcional a la transgresión cometida según los parámetros antes desarrollados. 

Por tanto, con base en los artículos 1 y 14 de la Constitución; VI. 1 letra c) de la 

Convención lnteramericana contra la Corrupción; 1 letra c) y 8 de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción; 4 letras a), b), f), g) e i), 6 letra e), 20 letra a), 37, 42, 

43 y 44 de la Ley de Ética Gubernamental; 95 y 97 del Reglamento de dicha Ley, este 

Tribunal RESUELVE: 

a) Autorizase la intervención de la licenciada , en el presente 

·procedimiento administrativo sancionador, como representante de la señora Alba Luz 

Salvador de Guzmán. 

b) Sanciónase a la señora Alba Luz Salvador de Guzmán, Secretaria de Primera 

Instancia 11 del Juzgado de lo Laboral de San Miguel, con una multa de setecientos treinta 

dólares de los Estados Unidos de América (US $730.00), por haber transgredido la 

prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la Ley de Ética Gubernamental; en razón 

que, en el período comprendido desde el uno de enero de dos mil veintiuno al cinco de 

diciembre de dos mil veintidós, realizó actividades privadas durante su jornada laboral, entre 

ellas, ejercer actividades propias de su profesión como notaria y trámites registrales en el 

Centro Nacional de Registros, durante el horario de trabajo institucional, sin tramitar los 

pem1isos respectivos y en cuyo lapso de tiempo percibió el salario correspondiente, sufragado 

con fondos públicos, según consta en el considerando IV de esta resolución. 

e) Se hace saber a la investigada y a sus representantes que, de conformidad con los 

·artículos 39 de la Ley de Ética Gubernamental, 96 del Reglamento de dicha Ley, 104, 132 y 
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133 de la Ley de Procedimientos Administrativos, para la presente resolución se encuentra 

habilitadu la interposición del Recurso de Rcconsideración, el cual es optativo para el 

agotamiento de la vía administrativa; y de disponer su utilización, deberá presentarlo dentro 

del plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al de la notificación respectiva. 

d) Tié11c11se por seílalados como medios técnicos para recibir notificaciones por parte 

de la licenciada , los correos electrónicos que refiere en el folio 482 

vuelto del presente expediente. 

Not(/iquese. 

PRONUNCIADO POR LOS MIE BROS DEL TRIBUNAL Q E LO sus¡RJBEN ' 
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